
  

  

 
 

 
CORTE SUPERIOR NACIONAL DE JUSTICIA PENAL ESPECIALIZADA 

OCTAVO JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA NACIONAL 
DIRECCIÓN: AV. TACNA N.º 735 – CERCADO DE LIMA 

 
 

   
  
 

 
 
 

AUTO DE PRÓRROGA DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
 
 
RESOLUCIÓN NÚMERO OCHO 
Lima, veinticinco de agosto   
De dos mil veintiséis. - 
 
   AUTOS, VISTOS Y OIDOS: Al haberse llevado a 
cabo la audiencia pública de fecha 19 de agosto de 2026, convocada 
a efectos de emitir pronunciamiento en el incidente de prórroga del 
plazo de investigación preparatoria, en atención al requerimiento 
presentado por el fiscal provincial del Fiscalía Supraprovincial 
Corporativa Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios – 
Octavo Despacho en el proceso, seguido contra Salatiel Marrufo 
Alcántara; y, otros; por la presunta comisión de los delitos de 
organización criminal (artículo 317 del Código Penal); contra la 
administración pública, en las modalidades de colusión agravada 
(artículo 384 del Código Penal), negociación incompatible o 
aprovechamiento indebido del cargo (artículo 399 del Código 
Penal) y usurpación de función pública (artículo 361 del Código 
Penal); así como por el delito de lavado de activos, en agravio del 
Estado; con intervención de la Procuraduría Pública Especializada en 
Delitos de Corrupción, la defensa técnica de los investigados; y,  
 

CONSIDERANDO: 
 
I. PARTE EXPOSITIVA 
 
I.1. Es materia de pronunciamiento, luego de escuchado los sujetos 
procesales, el requerimiento de prórroga de plazo de la investigación 
preparatoria por el PLAZO DE TREINTA Y SEIS (36) MESES 
ADICIONALES dictada contra el investigado Salatiel Marrufo 
Alcántara, y, otros; por la presunta comisión de los delitos de 
colusión agravada (artículo 384º del Código Penal) y otros, en agravio 
del Estado peruano 
 
I.2. ANTECEDENTES PROCESALES RELEVANTES 

EXPEDIENTE : 00509-2022-62-5001-JR-PE-08 
INCIDENTE : PRÓRROGA DE PLAZO DE INV. PREP. 
JUEZ  : SANDOVAL HUERTAS, LORENA PAOLA 
ESPECIALISTA : OSORIO RUIZ, DIEGO ALONSO 
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 La Fiscalía Supraprovincial Corporativa Especializada En Delitos De 

Corrupción de Funcionarios – octavo despacho, mediante Disposición 
fiscal N.º 20, de fecha 16 de julio de 2023, se dispuso formalizar y 
continuar la investigación preparatoria por treinta y seis (36) meses, 
contra Salatiel Marrufo Alcántara; y, otros; por la presunta comisión de 
los delitos organización criminal, colusión agravada, negociación 
incompatible o aprovechamiento indebido del cargo y usurpación de 
funciones. 
 

 De acuerdo con lo señalado en las disposiciones fiscales, el 
requerimiento escrito y lo referido en audiencia, la presente 
investigación se circunscribe en resumen a lo siguiente -conforme al 
punto 3.3. del requerimiento-: 

 
“(…)” 
A manera de resumen, de la Disposición N.° 20 de fecha 16 de julio de 2023, mediante la 
cual se dispuso Formalizar y Continuar con la Investigación Preparatoria y la Disposición 
N.° 43 del 3 de julio de 2026 mediante la cual se precisaron los hechos y las imputaciones, 
se varió la calificación jurídica y se adecuó la investigación a las modificatorias de la ley 
contra el crimen organizado, así como de de conformidad con los hechos materia de 
investigación se tiene que la investigada Sada Angélica Goray Chong, en su calidad de 
Gerente General de Markagroup (holding), habría gestionado la suscripción de un Convenio 
Institucional con el Fondo Mi Vivienda (FMV), presuntamente con el propósito de obtener 
ventajas indebidas mediante la concertación con altos funcionarios públicos. 
 
Se advierte que el 3 de febrero de 2021, la investigada Sada Angélica Goray Chong 
presentó una solicitud ante el FMV con la finalidad de suscribir un convenio que 
posibilitara a su empresa el otorgamiento de créditos hipotecarios para la adquisición de 
viviendas de interés social. En virtud de ello, el FMV inició el expediente N.° 007643-2021-
RE y posteriormente, a través del asesor promotor del FMV, este requirió a Markagroup el 
cumplimiento de requisitos para ser considerada Entidad Prestadora de Créditos 
Hipotecarios No Supervisada (EPNS). Asimismo, mediante la Carta N.° 388-2021-FMV/GC 
de fecha 2 de marzo de 2021, se le solicitó documentación complementaria. 
Posteriormente, Markagroup remitió información adicional y precisó la relación de sus 
sociedades afiliadas. 
 
Del análisis de la información recabada, se tiene que, en el 07 de mayo de 2021, la 
investigada Sada Angélica Goray Chong reiteró su intención de concretar la suscripción del 
convenio. Posteriormente, el 18 junio del mismo año, la citada investigada viajó a los 
Estados Unidos y, con motivo del cambio de gobierno, habría coordinado acciones para 
establecer contacto con personas allegadas al entonces presidente electo Pedro Castillo 
Terrones, con el objeto de presuntamente obtener acceso a beneficios ilícitos. Para tal 
efecto, habría encomendado dicha gestión a sus coimputados Julieta del Pilar Tijero 
Martino y Jorge Mauricio Fernandini Arbulú (primo de esta última), quienes habrían 
contactado a Geiner Alvarado López, Ministro de Vivienda en aquel momento, facilitando 
una reunión con Salatiel Marrufo Alcántara, Jefe de Gabinete del MVCS. 
 
De los actuados realizados en la presente investigación se tiene que, en el 06 de agosto de 
2021, se habría llevado a cabo una reunión entre Mauricio Fernandini Arbulú, Julieta del 
Pilar Tijero Martino y Marrufo Alcántara, dónde se habría discutido de vivienda social, 
además en dicha reunión, se le informó al investigado Salatiel Marrufo que querían 
presentarle a Sada Angélica Goray Chong, quien era propietaria de la empresa 
Markagroup. Posteriormente, el 17 de agosto de 2021, la investigada Goray Chong retornó 
al país con el presunto propósito establecer compromisos indebidos para la viabilidad de la 
suscripción del convenio EPNS en favor de Markagroup. De esta manera, el 24 de agosto 
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de 2021, se habrían reunidos las personas de Julieta Del Pilar Celinda Tijero Martino, 
Jorge Mauricio Fernandini Arbulu, Salatiel Marrufo Alcantara y Sada Angélica Goray 
Chong, en el restaurante "La Cuadra del Salvador" en el distrito de San Isidro, donde se 
habría abordado la posibilidad de remover a los directores del FMV con la finalidad de 
promover una ayuda para la aprobación del convenio EPNS en beneficio de Markagroup. 
 
Por esta razón, el 25 de agosto de 2021, a pedido de Salatiel Marrufo Alcantara, la 
viceministra del MVCS, Elizabeth Añaños Vega organizó una reunión virtual, donde 
participaron Sada Angélica Goray Chong Italo Alejandro Arbulú Ortega, Salatiel Marrufo 
Alcantara, Geiner Alvarado Lopez y la viceministra antes nombrada, en esta reunión se 
habrían expuesto los requisitos técnicos para la formalización del convenio. No obstante, el 
FMV seguía solicitando requisitos adicionales a Markagroup. 
 
Es así que, con fecha 08 septiembre de 2021, se habrían vuelto a reunir Sada Angélica 
Goray Chong, Julieta Del Pilar Celinda Tijero Martino, Salatiel Marrufo Alcántara y Jorge 
Mauricio Fernandini Arbulu en casa de este último, ubicado en Calle Conde de la Monclova 
N.º 363, Dpto. 1001 – San Isidro, donde el investigado Salatiel Marrufo Alcántara habría 
convenido con la investigada Sada Angélica Goray Chong la designación de nuevos 
directores en el FMV afines a Markagroup, a cambio de un pago de cuatro millones de 
soles. De esta manera, conforme obra en autos mediante oficios emitidos por el entonces 
Ministro de Vivienda, Geiner Alvarado López, se formalizó las designaciones en el FMV de 
los investigados Pedro Arroyo Marquina, Roger Gavidia Johanson y Gonzalo Arrieta Jovic, 
quienes presuntamente habían sido ofrecidos por la investigada Sada Goray Chong para 
favorecer a sus intereses. Posteriormente, la Sesión del Directorio de FONAFE del 29 de 
septiembre de 2021 se ratificó dichos nombramientos. 
 
Los elementos de convicción permiten advertir que la investigada Sada Angélica Goray 
Chong habría mantenido el control operativo del FMV, disponiendo la reestructuración de 
la plana gerencial para favorecer sus intereses empresariales. Por ejemplo, en una 
presunta reunión efectuada el 30 de septiembre de 2021 en su domicilio, se habrían 
definido las designaciones de gerentes afines a Markagroup. Además, se han identificado 
presuntas comunicaciones por mensajería electrónica en las cuales se evidenciaría la 
presión ejercida sobre los directores del FMV para garantizar la materialización de estos 
cambios. De esta manera, con fecha 1 de octubre de 2021, en sesión extraordinaria del 
directorio del FMV, se habría aprobado la remoción de funcionarios clave y la designación 
de José Carlos Forero Monroe como Gerente General, lo que habría facilitado el 
direccionamiento de decisiones en beneficio de Markagroup. Entre ellos, la suscripción del 
Convenio para la Participación de entidades Prestamistas No Supervisadas en el 
Otorgamiento de Préstamos con Garantía Hipotecaria en el Marco del Programa de Techo 
Propio, del 19 de octubre de 2021, la cual benefició a Markagroup y sus empresas 
subsidiarias, conforme a los presuntos intereses indebidos dispuestos por la investigada 
Sada Angelica Goray Chong 
 
De esta manera se advierte la presunta existencia de presuntos actos de corrupción 
orientado a instrumentalizar el FMV en favor de Markagroup, lo que habría implicado el 
copamiento de cargos estratégicos y la concesión de beneficios indebidos a funcionarios 
públicos a cambio de pagos ilícitos. Asimismo, los elementos de convicción recabados 
indicarían que altos funcionarios del MVCS y del gobierno del expresidente Pedro Castillo 
Terrones habrían participado en la estructura de favorecimiento ilícito, en perjuicio del 
erario público. 
 
Por este motivo, este despacho fiscal, viene investigando entre otros aspectos, el eventual 
perjuicio patrimonial que se habría ocasionado a consecuencia de los hechos 
presuntamente ilícitos antes descritos, entre ellos, la aprobación de excepciones que eran 
contrarías al Acuerdo de Directorio N.º 07-27D-2020 del 25 de noviembre de 2020, en el 
que el directorio del FMV aprobó las Políticas de Participación en Fideicomisos para el 
Desarrollo de Proyectos de Vivienda y Desarrollo Urbano, estableciendo que “No se 
recomendará la participación del FMV en proyectos que propongan un Aporte 
Fideicomitente Total (Promotor + Inversionista) menor al 25% de la Inversión 
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Total del proyecto. El FMV definirá la proporción de la inversión total que será 
financiada con pre-ventas y la proporción que podrá ser financiada con ventas 
futuras a realizarse durante el proceso constructivo. En ningún caso, los recursos 
de los adquirientes, ya sea por pre-ventas o ventas durante el proceso 
constructivo, serán considerados aportes fideicomitentes” De manera que, con fecha 
22 de septiembre de 2021, el Comité de Riesgos del FMV, el cual aún no había sido copado 
por las personas afines a Sada Angelica Goray Chong, en Sesión Virtual N.° 15-2021, 
denegó la solicitud de participación del FMV en el Fideicomiso Inmobiliario "Condominio 
Residencial Las Praderas de Cacatachi" por no cumplir con los parámetros mínimos 
establecidos. 
 
No obstante, posteriormente, cuando ya el FMV había sido presuntamente copado por las 
personas afines a Sada Angélica Goray Chong, el 18 de octubre de 2021, se aprobó la 
participación del FMV en el fideicomiso del mencionado proyecto con la reducción del 
aporte fideicomitente del 25% al 15%. Así pues, se tiene que, en el marco de dicha 
aprobación, se habrían producido modificaciones en la administración del FMV y en la 
conformación de su Directorio, permitiendo la aprobación de proyectos adicionales como 
"Chiclayo Bonito", "Lima Bonita" y "Barranca Bonita", pese a que las empresas promotoras 
de dichos proyectos no habrían cumplido con los requisitos de aportes establecidos en la 
normativa vigente del FMV, lo que habría permitido la asignación de fondos en condiciones 
irregulares. 
 
De esta manera, el FMV realizó desembolsos ascendentes a S/ 32,359,690.00 en favor de 
"Pradera de Cacatachi", S/ 45,983,000.00 en favor de "Chiclayo Bonito", S/ 
50,817,999.00 en favor de "Lima Bonita" y S/ 12,488,652.00 en favor de "Barranca 
Bonita", por otorgamiento de Bonos Familiares Habitacionales (BFH). Asimismo, se 
liberaron fondos para avances de obra en los referidos proyectos por S/ 3,253,244.00, S/ 
13,221,292.00, S/ 3,987,237.00 y S/ 1,758,590.00, respectivamente. Conforme a lo 
informado por la Oficina de Auditoría Interna del FMV, los proyectos aprobados mediante 
excepciones al 15% de aporte fideicomitente no habrían alcanzado dicho umbral, llegando 
en algunos casos a solo un 3%, no obstante, los desembolsos de BFH habrían sido 
realizados sin que se observaran estos incumplimientos. 
 
Por otro lado, conforme a la imputación fiscal, otro de los principales objetivos de esta 
presunta organización criminal a la que se habría integrado Sada Angélica Goray Chong, 
consistió en instrumentalizar no solo el Fondo Mivivienda, sino que además también 
diversas entidades públicas para favorecer a los intereses particulares vinculados a la 
investigada Goray Chong que le permitiese seguir generando ganancia a través de medios 
ilícitos o facilitados por estos, con lo cual, esta persona podía además financiera a la 
presunta organización criminal. Así pues, se tiene que, en lo que respecta a la 
Superintendencia Nacional de Bienes Estatales (SBN), la finalidad perseguida habría sido 
obtener el saneamiento técnico-legal de un predio de propiedad estatal que presentaba 
superposición con un inmueble de propiedad de la referida investigada, de modo que se 
posibilitara la consolidación de sus derechos registrales y la posterior materialización de 
negocios inmobiliarios de considerable valor económico. 
 
Como antecedente, se tiene que, mediante la Resolución N.° 058-2005/SBN-GO-JAR, de 
fecha 29 de marzo de 2005, la SBN formalizó la reversión al dominio del Estado de 
extensas áreas de terreno ubicadas en diversos distritos de Lima y Cañete, disponiendo 
además la cancelación de inscripciones registrales incompatibles o superpuestas con el 
predio estatal inscrito en la Partida Registral N.° 49059060. Posteriormente, la validez de 
dicho acto administrativo fue objeto de diversos procesos contencioso-administrativos; sin 
embargo, conforme a las Casaciones N.os 778-2016-Lima y 2240-2017-Lima, la Corte 
Suprema mantuvo la validez de la resolución administrativa, salvo una nulidad parcial 
referida a un área específica que no comprometía la vigencia del resto del acto 
administrativo. En consecuencia, al momento de los hechos investigados, la titularidad 
estatal sobre el predio continuaba respaldada por un acto administrativo firme y vigente. 
 
En ese contexto, Sada Angélica Goray Chong adquirió en marzo de 2019 un predio de 
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aproximadamente noventa hectáreas ubicado en el sector Pampa Los Perros, distrito de 
Chilca, el cual posteriormente fue objeto de diversas operaciones inmobiliarias destinadas 
a incrementar su valor comercial. Uno de estos actos fue, la celebración de un contrato de 
opción con la empresa Centenario Desarrollo Urbano S.A.C., así como posteriores actos de 
transferencia parcial y división del inmueble. Sin embargo, la existencia de una 
superposición registral con terrenos pertenecientes al Estado impedía consolidar 
plenamente dichas operaciones, circunstancia que motivó el inicio de diversas actuaciones 
administrativas orientadas a revertir dicha situación jurídica. 
 
No obstante, luego de que los mecanismos administrativos y registrales ordinarios no 
produjeran el resultado esperado, Sada Angélica Goray Chong promovió un procedimiento 
ante la SBN solicitando la rectificación de áreas, linderos y medidas perimétricas del 
predio estatal inscrito en la Partida Registral N.° 49059060, alegando que este se 
superponía con los predios de su propiedad y que debía prevalecer la partida registral que 
consideraba más antigua. No obstante, la Subdirección de Administración del Patrimonio 
Estatal rechazó inicialmente dicha pretensión, precisando que el procedimiento registral de 
cierre parcial de partidas había concluido debido a la oposición formulada por la propia 
SBN y que, además, la decisión de la SUNARP había sido confirmada en sede 
administrativa. 
 
Frente a este escenario, Sada Angélica Goray Chong, estando integrada a la presunta 
organización criminal, se valió de ella para impulsar el copamiento de la SBN mediante el 
nombramiento de funcionarios y asesores que respondieran a sus intereses particular. En 
ese sentido, se atribuye a Jacqueline Guadalupe Perales Olano y a Cynthia Raquel Rudas 
Murga haber intervenido en la designación de funcionarios estratégicos dentro de la 
entidad, particularmente en la Dirección de Gestión del Patrimonio Estatal, con la finalidad 
de revertir los pronunciamientos inicialmente desfavorables y encaminar el procedimiento 
administrativo hacia un resultado favorable para Sada Angélica Goray Chong. 
 
En ejecución de dicho propósito, Marina Aglaé Subiría Franco, designada como Directora 
de Gestión del Patrimonio Estatal, habría realizado diversas actuaciones administrativas 
destinadas a modificar el sentido de la evaluación técnica previamente emitida. Así, 
solicitó la ampliación del informe técnico existente, requirió la elaboración de nuevos 
planos y memorias descriptivas y promovió actuaciones que, no se encontrarían previstas 
en el procedimiento administrativo aplicable, pese a que los informes técnicos existentes 
mantenían que los predios de la investigada se encontraban comprendidos dentro del 
predio estatal y no simplemente superpuestos parcialmente. 
 
Paralelamente, fue contratada como asesora externa Flor Amelia Olivera Orellana, quien 
habría emitido el Informe N.° 00104-2022/SBN-DGPE. Dicho informe constituyó el insumo 
esencial para que Marina Subiría emitiera la Resolución N.° 0049-2022/SBN-DGPE, 
mediante la cual declaró la nulidad de la resolución administrativa anterior y declaró 
fundada la pretensión formulada por Sada Angélica Goray Chong. En ese sentido, el 
Ministerio Público considera que ambos documentos presentan una coincidencia sustancial 
en su contenido argumentativo y que la resolución administrativa reprodujo prácticamente 
los fundamentos contenidos en el informe elaborado por la asesora externa, sin que 
existiera una evaluación independiente por parte de la autoridad competente. Asimismo, la 
funcionaria habría omitido verificar la existencia de los presupuestos legales para declarar 
la nulidad del acto administrativo anterior, careciendo además de competencia para 
resolver el fondo del asunto conforme a la normativa interna de la SBN. 
 
Respecto a este hecho, es de destacar que Flor Amelia Olivera Orellana mantenía vínculos 
contractuales o comerciales previos con Sada Goray Chong y/o sus empresas, 
circunstancia que no habría sido informada a la entidad al momento de su contratación. 
Asimismo, se precisa que dicha asesora habría sido incorporada precisamente para 
elaborar el informe favorable a los intereses de la investigada y que incluso el contenido 
del informe habría sido previamente trabajado con participación de personas vinculadas al 
entorno de Sada Angélica Goray Chong, circunstancias que formaría parte del 
direccionamiento deliberado del procedimiento administrativo. 
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Posteriormente, la Resolución N.° 0049-2022/SBN-DGPE fue remitida a la SUNARP para 
solicitar la inscripción de la rectificación de áreas, linderos y medidas perimétricas del 
predio estatal. Conforme a la investigación, este acto constituyó un paso esencial para 
modificar la situación registral existente y permitir que el predio de propiedad de Sada 
Goray superara las limitaciones derivadas de la superposición con terrenos estatales. 
 
De esta manera se tiene que, para formalizar los actos antes descritos, se tuvo requerir de 
la participación de César Alejandro García Yokota, quien suscribió planos y memorias 
descriptivas empleados en el procedimiento registral pese a no mantener vínculo laboral ni 
contractual con la SBN, documentos que resultaron determinantes para superar las 
observaciones formuladas durante el trámite registral, aunque posteriormente la propia 
SBN y la SUNARP concluyeron que la documentación presentada no había sido elaborada 
por la entidad competente e incluso presentaba características incompatibles con la 
documentación oficial generada por la SBN. Tales circunstancias motivaron posteriormente 
la cancelación administrativa de las inscripciones registrales obtenidas como consecuencia 
de dicho procedimiento. 
 
Con esta intención, de conseguir el fin último respecto al saneamiento de este predio, 
presuntamente la organización criminal también habría desplegado sus actos en la 
Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (SUNARP) los cuales habrían 
constituido actuaciones complementarias orientadas a materializar el objetivo perseguido 
por la presunta organización criminal, respecto al saneamiento físico legal de un predio 
ubicado en el sector Pampa Los Perros, distrito de Chilca, cuya comercialización se 
encontraba condicionada a la superación de diversos obstáculos técnicos, administrativos 
y registrales. Asimismo, tampoco no es ajeno a que dichos actos también hubieran podido 
alcanzar a otras entidades que de alguna manera también tendrían alguna participación 
en las operaciones comerciales de Sada Angélica Goray Chong, entre ellas se tiene a 
SEDAPAL. 
 
Se tiene de este modo que, luego de la adquisición del referido predio y de la celebración 
de un contrato de opción de compra con la empresa Centenario Desarrollo Urbano S.A.C., 
Sada Angélica Goray Chong inició diversas gestiones destinadas a incrementar el valor 
comercial del inmueble y viabilizar futuros proyectos inmobiliarios. En ese contexto, el 24 
de junio de 2019 presentó una solicitud de factibilidad técnica para la prestación de los 
servicios de agua potable y alcantarillado respecto del terreno inscrito en la Partida 
Registral N.° 21258545. Para sustentar dicha solicitud acompañó, entre otros documentos, 
una memoria descriptiva y un plano de ubicación en los que consignó que el inmueble se 
encontraba ubicado en el distrito de San Bartolo, pese a que su ubicación real 
correspondía al distrito de Chilca, provincia de Cañete. Sobre la base de dicha información 
se emitió inicialmente el Certificado de Factibilidad de Servicios de Agua Potable y 
Alcantarillado N.° 534-2019-ET-S, de fecha 4 de julio de 2019. Sin embargo, 
posteriormente el propio funcionario que lo autorizó dejó sin efecto dicho certificado al 
advertir que SEDAPAL carecía de competencia territorial respecto del predio, al encontrarse 
este fuera de su ámbito de prestación de servicios. 
 
Pese a ello, la expectativa de desarrollar el proyecto inmobiliario sobre dicho terreno 
continuó vigente. De esta manera, durante los meses siguientes se celebraron diversas 
operaciones patrimoniales sobre el inmueble, entre ellas la transferencia del treinta y tres 
punto treinta y tres por ciento (33,33 %) de las acciones y derechos del predio a favor de 
Centenario Desarrollo Urbano S.A.C., por la suma de quince millones de dólares 
americanos (US$ 15 000 000), la independización registral de un área de treinta hectáreas 
y, posteriormente, la adjudicación por división y partición del área restante a favor de los 
copropietarios originales, valorizándose el predio en treinta millones de dólares 
americanos (US$ 30 000 000). Asimismo, se promovió un bloqueo registral con la finalidad 
de asegurar una futura transferencia por un valor ascendente a treinta y tres millones de 
dólares americanos (US$ 33 000 000). Tales actuaciones comprenden la importancia 
económica que representaba para la investigada lograr el saneamiento definitivo del 
predio y remover los obstáculos derivados administrativos y registrales que presentaba 



  

  

 
 

 
CORTE SUPERIOR NACIONAL DE JUSTICIA PENAL ESPECIALIZADA 

OCTAVO JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA NACIONAL 
DIRECCIÓN: AV. TACNA N.º 735 – CERCADO DE LIMA 

 

7 
 

este terreno de propiedad estatal. 
 
En cuanto a la SUNARP, uno de los principales impedimentos para concretar dichas 
operaciones inmobiliarias se encontraba en el procedimiento registral iniciado por la 
existencia de una superposición gráfica entre la Partida Registral N.° 49059060, 
correspondiente al Estado, y la Partida Registral N.° 21258545, correspondiente al predio 
adquirido por Sada Goray Chong. Mediante Resolución de Unidad Registral N.° 290-2020-
SUNARP-Z.R. N.° IX/UREG, de 21 de septiembre de 2020, se dispuso el inicio del 
procedimiento de cierre parcial de la partida estatal; sin embargo, la oposición formulada 
por la SBN y la posterior decisión de la Dirección Técnica Registral determinaron que dicho 
procedimiento no prosperara, frustrándose con ello la posibilidad de consolidar la 
operación comercial proyectada. Esta circunstancia motivó que la investigada orientara 
sus esfuerzos hacia la obtención de un pronunciamiento favorable por parte de la SBN, a 
fin de lograr la rectificación administrativa de áreas, linderos y medidas perimétricas del 
predio estatal. 
 
Así, una vez obtenidas las resoluciones favorables emitidas por la Dirección de Gestión del 
Patrimonio Estatal de la SBN, estas fueron presentadas ante la SUNARP para obtener la 
correspondiente inscripción registral. Luego, el 19 de agosto de 2022 se inscribió la 
rectificación de áreas, linderos y medidas perimétricas del predio estatal, sustentándose 
dicha inscripción en los Informes Técnicos N.os 011084-2022-ZR N.° IX-SEDE-
LIMA/UREG/CAT y 017163-2022-ZR N.° IX-SEDE-LIMA/UREG/CAT, así como en las 
Resoluciones N.os 0049-2022/SBN-DGPE, 0072-2022/SBN-DGPE y 0094-2022/SBN-
DGPE. Como consecuencia de ello también se efectuó la anotación marginal de 
independización de un área a favor del Estado, materializándose registralmente las 
modificaciones promovidas desde la SBN. 
 
Respecto del procedimiento registral, se atribuye especial relevancia a la participación de 
César Alejandro García Yokota, quien suscribió seis planos y una memoria descriptiva 
incorporados al título archivado presentado ante la SUNARP para sustentar la rectificación 
registral. Según la investigación, dichos documentos resultaban determinantes para 
superar las observaciones formuladas inicialmente por el registrador; sin embargo, García 
Yokota no mantenía vínculo laboral ni contractual con la SBN, razón por la cual carecía de 
competencia para elaborar y suscribir documentación técnica destinada al saneamiento de 
predios estatales. En tal sentido, la Fiscalía considera que dichos documentos fueron 
elaborados y utilizados con el propósito de favorecer la pretensión de Sada Goray Chong, 
permitiendo que el procedimiento registral culminara favorablemente. 
 
Asimismo, se tiene al presunto copamiento institucional de la SUNARP, la cual se habría 
producido con la designación de Luis Ernesto Longaray Chau como Superintendente 
Nacional de los Registros Públicos, cuyo nombramiento habría sido promovida por Roger 
Lizandro Gavidia Johanson y concretada mediante Resolución Suprema N.° 079-2022-
JUS, luego de que el entonces Ministro de Justicia recibiera instrucciones del entonces 
presidente para efectuar el cambio de superintendente. 
 
De igual manera, las designaciones de Cynthia Raquel Rudas Murga y Roger Lizandro 
Gavidia Johanson como integrantes del Directorio de la SUNARP en representación del 
Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento, designaciones de ambos funcionarios 
en el Directorio que coincidió con la tramitación e inscripción de la rectificación registral 
obtenida por Sada Goray Chong, circunstancia que es valorada conjuntamente con otros 
elementos de convicción para sustentar la hipótesis de un copamiento institucional 
orientado a favorecer intereses particulares. 
 
Finalmente, se tiene también como hecho de relevancia que, Luis Ernesto Longaray Chau 
habría recibido indicaciones de acelerar la inscripción registral del predio ya saneado por 
la SBN, siendo que Salatiel Marrufo Alcántara en una oportunidad se comunicó 
telefónicamente con el entonces Superintendente de la SUNARP para solicitarle especial 
atención al trámite registral, conversación que habría tenido lugar en presencia de la 
propia Sada Goray. Todo lo cual, generar convicción de que habría existido coordinaciones 
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entre integrantes de la organización criminal y funcionarios que ocupaban posiciones 
estratégicas dentro de la SUNARP, con la finalidad de asegurar la culminación favorable 
del procedimiento registral y consolidar los beneficios patrimoniales perseguidos por la 
organización. 
(…)” 

 
II. PARTE CONSIDERATIVA 
 
PRIMERO. El artículo 342, inciso 2, del Código Procesal Penal 
establece que, en investigaciones de delitos perpetrados por 
integrantes de organizaciones criminal, el plazo de treinta y seis 
meses puede prorrogarse por igual término, siempre que el Ministerio 
Público justifique objetivamente la necesidad de la extensión. La 
Corte Suprema en la Casación N.º 309-2015-Lima, en el décimo 
segundo considerando, señala que la prórroga de la investigación 
tiene que ver con las dificultades de las investigaciones, tales como la 
demora en la realización de un determinado acto de investigación. 
 
SEGUNDO. La fiscalía investiga presuntos delitos de colusión 
agravada, negociación incompatible o aprovechamiento indebido del 
cargo; usurpación de función pública; y, el delito de lavado de 
activos. Al respecto, se detallan hechos que involucran al Fondo Mi 
vivienda, el Ministerio Vivienda Construcción y Saneamiento, la 
Superintendencia de Bienes Nacionales y la Superintendencia de 
Registros Públicos; así como a una pluralidad de investigados, lo que 
pone de manifiesto la complejidad estructural del caso. 
 
Cabe precisar, que, la complejidad de la investigación no se 
determina únicamente en función del número de investigados, sino 
de la naturaleza de los hechos y de los medios probatorios 
involucrados, especialmente cuando estos requieren tratamiento 
técnico o análisis progresivo. 
 
TERCERO. De la revisión integral de los actuados, y en especial de lo 
expuesto oralmente por el Ministerio Público en audiencia, se 
advierte que el requerimiento de prórroga del plazo de investigación 
preparatoria se sustenta en la existencia de diligencias pendientes 
(pericias) cuya ejecución, según se ha precisado, resulta necesaria 
para el esclarecimiento de los hechos imputados. Como fundamentos 
que justifican su pretensión, señala que: 
 

 
3.1. El representante del Ministerio Público ampara su petición al amparo 

del artículo 342, inciso 2 del CPP, en el marco de la investigación 
seguida contra 18 personas naturales y 6 personas jurídicas, 
haciendo un total de 24 investigados por la presunta comisión de los 
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delitos de organización criminal, colusión agravada, negociación 
incompatible o aprovechamiento indebido del cargo, usurpación de 
funciones y lavado de activos en agravio del Estado. 
 

3.2. Antecedentes fácticos.  
3.2.1. Aspectos generales. El Ministerio Público expuso que los hechos 

objeto de investigación se originan cuando Sada Angélica Goray 
Chong, en calidad de gerente general del holding Marca Group, 
presentó el 3 de febrero del año 2021 una solicitud ante el Fondo Mi 
Vivienda para suscribir un convenio que permitiera otorgar créditos 
hipotecarios y bonos familiares habitacionales a favor de sus 
empresas. Ante las observaciones y la falta de aprobación de dicho 
trámite por parte del Fondo Mi Vivienda, la citada empresaria habría 
buscado un nexo con la administración del expresidente José Pedro 
Castillo Terrones a través de Julieta del Pilar Celinda Tijero Martino, 
quien contactó a su primo, el periodista Jorge Mauricio Fernandini 
Arbulú. Este último habría establecido contacto con el entonces 
ministro de Vivienda, Construcción y Saneamiento, Heiner Alvarado 
López, y con el jefe de gabinete de dicho ministerio, Salatiel Marrufo 
Alcántara, realizándose reuniones clave como: (i) el 6 de agosto se 
llevó a cabo una reunión entre Mauricio Fernandini, Julieta del Pilar 
y Salatiel Marrufo en donde discutieron temas de vivienda social, y le 
señalaron que querían presentar a Sada Goray (propietaria de la 
empresa MARKAGROUP); (ii) el 24 de agosto del año 2021 en el 
restaurante La Cuadra del Salvador en San Isidro, se reunieron Pilar 
Tijero Martino, Jorge Mauricio Fernandini Arbulú, Salatiel Marrufo y 
Sada Angélica Goray, en donde conversaron sobre la posibilidad de 
remover a los directores del Fondo Mi Vivienda con la finalidad de 
facilitar una ayuda para la aprobación de los convenios;  y, (iii) una 
reunión virtual el 25 de agosto del año 2021 con la entonces 
viceministra Elizabeth Añaño Vega para gestionar facilidades para los 
convenios de Marca Group. 

3.2.2. En cuanto a la designación de directores y copamiento operativo del 
Fondo Mi Vivienda. Indicó que, tras una reunión realizada el 8 de 
septiembre del año 2021 en el domicilio de Jorge Mauricio 
Fernandini Arbulú con la participación de Salatiel Marrufo Alcántara, 
Julieta del Pilar Celinda Tijero Martino y Sada Angélica Goray Chong, 
se coordinó la designación de nuevos directores en el Fondo Mi 
Vivienda para obtener el control absoluto de la entidad.  
Como resultado de dichas gestiones, se formalizó el 29 de septiembre 
del año 2021 la designación y ratificación en el directorio del 
FONAFE de Pedro Arroyo Marquina, Roger Gavidia Johanson y 
Gonzalo Renato Arrieta Jovic.  
Posteriormente, tras una reunión efectuada el 30 de septiembre del 
año 2021 en el domicilio de Sada Angélica Goray Chong, los referidos 
directores ejecutaron el 1 de octubre del año 2021 la reorganización y 
reestructuración de las altas gerencias y comités del Fondo Mi 
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Vivienda para favorecer los intereses empresariales de Marca Group 
a cambio de pagos ilícitos. 

3.2.3. En cuanto al perjuicio patrimonial y extensión de los hechos 
investigados a la Superintendencia de Bienes Nacionales y la 
Superintendencia de los Registros Públicos. El Ministerio Público 
señaló que la investigación busca esclarecer el eventual perjuicio 
patrimonial al Estado y abarca también los hechos ocurridos en la 
Superintendencia de Bienes Nacionales (SBN), donde la organización 
criminal habría logrado copar la entidad para revertir decisiones 
administrativas adversas y sanear un terreno disputado con el fin de 
transferirlo a la empresa Centenario. Asimismo, el fiscal detalló que 
el tercer componente investigado comprende el copamiento de la 
Superintendencia de los Registros Públicos con el propósito de lograr 
la inscripción registral rápida de dicho terreno y materializar su 
transferencia. 

3.2.4. Finalmente, conseguiría el desembolso de alrededor de 33 millones 
de soles. 

3.3. En cuanto a los requisitos habilitantes de la prórroga. Sostuvo que se 
cumple satisfactoriamente con el requisito temporal, dado que la 
investigación preparatoria fue formalizada el 16 de julio del año 2023 
por el plazo inicial de 36 meses, mientras que el requerimiento de 
prórroga se presentó el 10 de julio del año 2026, es decir, antes de 
que operara el vencimiento del plazo otorgado inicialmente. 

3.4. En cuanto a los presupuestos materiales. Refiere que examinarán 5 
aspectos que son de especial relevancia: (i) especial complejidad de la 
investigación; (ii) causas objetivas; (iii) diligencias realizadas hasta el 
momento; (iv) demoras y las dificultades presentadas en la 
investigación; y, (v) las diligencias pendientes de realizar. 
 

3.4.1. Primer criterio: especial complejidad de la investigación. 
 

3.4.1.1. Pluralidad de investigados: Argumentó que concurre el factor de 
pluralidad de investigados, al comprender la causa un total de 18 
personas naturales y seis personas jurídicas, exigiendo al 
Ministerio Público una labor exhaustiva para individualizar las 
conductas, los aportes concretos, los vínculos entre las personas 
y los roles específicos asumidos dentro de la estructura criminal. 

3.4.1.2. Pluralidad de hechos en el Fondo Mi Vivienda, la Superintendencia 
de Bienes Nacionales y la Superintendencia de los Registros 
Públicos. El representante del Ministerio Público resalta la 
pluralidad de hechos investigados, los cuales no se limitan a un 
solo evento histórico, sino que abarcan múltiples acontecimientos 
desarrollados en diferentes entidades estatales. El fiscal detalló 
que en el Fondo Mi Vivienda se investigan acciones como la 
reconformación de órganos, comités y gerencias, la flexibilización 
de políticas institucionales, la modificación de la estructura 
orgánica y la liberación de bonos familiares habitacionales por 
aproximadamente 160 millones de soles, mientras que en la 
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Superintendencia de Bienes Nacionales y la Superintendencia de 
los Registros Públicos se investigan la reversión de actos 
administrativos sobre terrenos y el saneamiento registral para 
favorecer transacciones inmobiliarias de la empresa 
MARKAGROUP. 

3.4.1.3. Pluralidad y gravedad de los delitos investigados. Señaló que la 
complejidad de la causa se acrecienta debido a la pluralidad y 
gravedad de los delitos imputados, los cuales comprenden los 
delitos de: (i) organización criminal; (ii) colusión agravada; (iii) 
negociación incompatible o aprovechamiento indebido del cargo; 
(iv) usurpación de funciones; y, (v) lavado de activos, delitos 
complejos que exigen analizar elementos específicos y 
diferenciados para cada uno de los investigados. 

3.4.1.4. En cuanto a la magnitud de la actividad investigativa y pluralidad 
de instituciones involucradas. El fiscal argumentó que la 
investigación ha demandado una gran magnitud de actividad 
procesal que excede el control de una imputación general, 
requiriendo reconstruir complejos procedimientos 
administrativos, financieros, registrales, societarios e 
inmobiliarios. Para ello, el Ministerio Público ha tenido que 
procesar requerimientos de información, declaraciones, medidas 
limitativas, exhibiciones, inspecciones y acopiar documentación 
proveniente de múltiples instituciones como el Fondo Mi Vivienda, 
la Superintendencia de Bienes Nacionales (SUNAT), la 
Superintendencia de los Registros Públicos (SUNARP), SEDAPAL, 
el Ministerio de Vivienda, la Contraloría General de la República, 
la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración 
Tributaria (SUNAT), Municipalidades, Notarías, entidades 
financieras y empresas privadas. 

3.4.1.5. En cuanto a las Pericias técnicas, análisis especializados y 
dispersión territorial. El peticionante puntualizó la necesidad de 
realizar pericias contables, financieras, valorativas y de ingeniería 
civil, además del análisis de abundante evidencia digital que 
requiere la intervención de órganos y profesionales altamente 
especializados. Asimismo, el fiscal refirió que la investigación 
presenta una dispersión territorial objetiva al abarcar diligencias 
y proyectos en diversos distritos judiciales del territorio nacional, 
incluyendo Lima, Chiclayo, Tarapoto, Lima sur y Chincha, 
además de la participación plural de diversas personas jurídicas y 
entidades estatales. 

3.4.1.6. Incorporación de Personas Jurídicas y Complejidad de la 
Investigación: Expuso que el holding empresarial marca Group y 
las personas jurídicas integrantes fueron incorporadas 
formalmente al proceso mediante la resolución judicial 6 en mayo 
de 2026, generando la necesidad de realizar nuevos actos de 
investigación y otorgar tiempo a dichas entidades para preparar el 
derecho de defensa. Asimismo, Joe Cabanillas Revatta señaló que 
las causas objetivas que justifican la prórroga están debidamente 
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acreditadas por la complejidad de la investigación, aspecto que no 
es cuestionado por las defensas técnicas. 
 

3.4.2. Segundo criterio: causas objetivas que justifican la prórroga. 
Precisó que están debidamente acreditadas por la complejidad de la 
investigación, aspecto que no es materia de cuestionamiento por las 
defensas técnicas. 
  

3.4.2.1. Demoras en las pericias especializadas. El fiscal informó sobre la 
existencia de demoras en la ejecución de tres pericias ordenadas 
por la fiscalía (contable, económica financiera, y valorativa y de 
ingeniería civil), debido a la falta de disponibilidad de 
profesionales idóneos y de presupuesto en la oficina de peritaje 
del Ministerio Público, la Policía Nacional del Perú, colegios 
profesionales y la Universidad Nacional de Ingeniería durante 
febrero de 2025.  
Posteriormente, mediante el Oficio Nro. 128-2026-MP, del 19 de 
mayo de 2026, la perito líder nacional de las fiscalías 
especializadas en delitos de lavado de activos indicó que un 
equipo multidisciplinario estará disponible en septiembre y 
octubre de 2026, constituyendo una circunstancia objetiva ajena 
a la voluntad de la fiscalía. Resalta que se tratan de materias 
altamente complejas como los fideicomisos inmobiliarios. 

3.4.2.2. Volumen Extraordinario de información documental. Detalla que 
requieren tiempo material extraordinario para revisar, 
sistematizar y valorar la información. Además, indicó que el 
cuaderno principal supera los 80 tomos, existen 5 subcuadernos 
con 28 tomos con diligencias semanales (refiere que se han 
programado diligencias hasta tres veces por semana de 9 am a 6 
pm; no obstante, a pedido de las defensas técnicas se ha ajustado 
a 2 veces por semana) y 16 anexos que contienen 248 tomos con 
información compleja proveniente de entidades como SUNARP, 
Contraloría, Ministerio de Vivienda, COFIDE, SBN y Sedapal, 
totalizando aproximadamente 350 tomos. 

3.4.2.3. Incorporación de nueva información relevante. Informó sobre la 
incorporación de nueva información obtenida mediante 
colaboración eficaz que vincula a SENCICO y Sedapal en 
presuntos actos de copamiento para la compra de terrenos y 
obtención de certificados de factibilidad de agua favorables a 
MARKAGROUP. 

3.4.2.4. Incorporación de nuevos investigado. Refiere que en julio de 2025 
se solicitó la incorporación de seis personas jurídicas, aprobada 
mediante la Resolución Nro. 6 del 8 de mayo de 2026, lo cual 
amerita nuevos actos de investigación y la garantía del derecho de 
defensa. Adelanta de que ante un eventual cuestionamiento de 
que la fiscalía ya poseía una imputación inicial contra dichas 
entidades, el representante del Ministerio Público recordó que 
una tutela previa presentada por las defensas técnicas exhortó a 
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la fiscalía a abstenerse de investigar a las personas jurídicas 
hasta su incorporación formal. 
 

3.4.3. Tercer criterio: diligencias realizadas durante la investigación. 
Afirmó que la fiscalía ha desplegado una intensa actividad 
investigativa, requiriendo expedientes administrativos, informes 
técnicos, contratos y actas a instituciones como el Fondo Mi Vivienda 
(se requirió y obtuvo información sobre el funcionamiento de los 
órganos directivos, contratos de fideicomiso, proyectos inmobiliarios, 
información de gerencias, evaluaciones crediticias, entre otros), la 
SBN (se requirió planos, memorias descriptivas, antecedentes 
registrales, comunicaciones entre entidades, entre otros), SUNARP 
(partidas registrales, títulos archivados, solicitudes de inscripción, 
observaciones, levantamientos de obs., planos), el Ministerio de 
Vivienda (se requirió información sobre los proyectos habitacionales), 
la Contraloría General de la República, SUNAT y municipalidades.  
Asimismo, detalló que se han recabado declaraciones testimoniales e 
indagatorias de funcionarios, exfuncionarios, asesores y 
profesionales especialistas, y se han ejecutado medidas limitativas de 
derechos como allanamientos, incautaciones y levantamientos del 
secreto de las comunicaciones y secreto bancario. 
 

3.4.4. Cuarto criterio: demoras, inasistencias y reprogramaciones de 
diligencias. Expuso que el calendario de investigación ha enfrentado 
dificultades e incidencias, tales como reiteradas solicitudes de 
reprogramación e inasistencias de investigados (v. gr. José Carlos 
Forero Monroe, Ítalo Alejandro Arbuluú Ortega) y sus defensas 
técnicas a diligencias de deslacrado y extracción de información 
digital de equipos incautados a personas como Angélica Goray 
Chong, Jorge Mauricio Fernandín Arbulú, Pedro Garia Arroyo 
Marquina, Marina Subiría Franco y Héctor Chávez Arenas, 
registradas en 58 documentos de providencias y actas de 
inconcurrencia. 
Resalta que para llevar a cabo estas diligencias con las oficinas de 
peritaje se requiere que designen un equipo técnico y que habiliten 
una fecha, así como un cronograma. Por ende, cuando los 
investigados no asisten a la diligencia se tiene que avanzar con todo 
el cronograma y solicitar otro, a efectos de esperar que asignen otro 
equipo técnico de acuerdo al orden de ingreso. Finalmente, precisa 
que no sostiene que se trate de una conducta procesal indebida, sino 
de una circunstancia objetiva que necesariamente tiene que influir 
en el calendario de ejecución de determinada diligencia y el 
procesamiento de la evidencia digital. 
  

3.4.5. Quinto criterio: diligencias pendientes de realizar. Especificó que 
se encuentran pendientes la realización de las pericias contable, 
financiera y de ingeniería civil. También, se encuentra pendiente el 
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procesamiento de 17 muestras digitales1, además refiere que 
mediante el oficio nro. 586-2025-MP, se solicitó la designación de un 
perito en informático forense el desbloqueo de un equipo celular Poco 
X3 Pro. No obstante, al no obtener una respuesta satisfactoria se 
solicitó el apoyo de la Dirección de Criminalística de la Policía 
Nacional del Perú. Así como diligencias de constatación en proyectos 
inmobiliarios y declaraciones de los investigados. 
Agrega que mediante la Disposición Nro. 43, se ordenó la ejecución 
de más 50 diligencias que son imprescindibles.  
 

3.5. En cuanto a la razonabilidad y proporcionalidad del plazo solicitado. 
Solicitó que se declare fundado el requerimiento de prórroga de la 
investigación preparatoria por el plazo de 36 meses, argumentando 
que resulta idóneo, necesario y proporcional debido a la alta 
complejidad de la organización criminal y la imposibilidad de aplicar 
un mecanismo menos gravoso. Asimismo, recordó que la fiscalía 
cuenta únicamente con esta oportunidad para solicitar la ampliación 
del plazo, a diferencia de las defensas técnicas, las cuales pueden 
plantear controles de plazo en cualquier momento. 
 

3.6. Réplica. El representante del Ministerio Público manifiesta respecto a 
lo señalado por la defensa de Sada Goray (quien no desconoce la 
complejidad de la investigación) en cuanto a las nuevas 
investigaciones en SEDAPAL y CENSICO están estrechamente 
ligadas a la aprobación de certificados de factibilidad necesarios para 
desembolsos de fideicomisos, por lo que se requiere recabar la 
información postulados por las Disposiciones Nro. 42. Por una parte, 
en cuanto a las diligencias en otras jurisdicciones menciona que las 
pericias que se van a llevar a cabo son sobre proyectos que se van a 
llevar en Chiclayo, Tarapota, Chincha, Lima Sur.  Por otra parte, en 
cuanto a la SBN se tendría que pedir información a entidades como 
la Municipalidad de Cañete, teniendo que realizarse las diligencias 
respectivas en sus instalaciones. 
 
En cuanto a los cuestionamientos de la defensa de Roger Gavidia 
Johanson menciona que hasta la fecha se han emitido 101 
providencias, lo que daría cuenta del número limitado de diligencias 
realizadas por el despacho fiscal. No obstante, actualmente se tienen 
780 providencias de impulso de diligencias, requerimientos de 
información, entre otras, por lo que no es exacto que solo hay 101 
providencias.  
 
Asimismo, manifiesta que se observó los objetos periciales porque no 
estaban claros. Sin embargo, esto no es correcto, debido a que el 

 
1 Mediante el oficio nro. 588-2025-MP, del 18 de setiembre de 2025, se requirió formulación de un cronograma de 
trabajo para la ejecución de diligencias de deslacrado, visualización y extracción de información respecto a la 
evidencia digital incautada. 
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área de peritajes solicitó ajustar los objetos periciales debido a la 
falta de peritos suficientes para mesas multidisciplinarias.  
 
Respecto a la reprogramación de testigos en el caso de su 
patrocinado, que es atribuible a la judicatura por programar tarde su 
respuesta a su pedido para trasladarse a Lima. Al respecto, debe 
señala que en ningún momento manifestó que sean conductas 
atribuibles a los sujetos procesales, sino que se tratan de 
acontecimientos propios del desarrollo del proceso. 
 
Aunado a lo anterior, precisa que no se han ejecutado allanamientos, 
sino que se analizó la información proveniente de estas diligencias,  
 
Agrega que, las defensas de las personas jurídicas previamente 
impidieron avanzar actos procesales al no estar formalmente 
incorporadas.  

 
CUARTO. Posición del Actor Civil. Manifestó su conformidad con la 
pretensión fiscal y señaló que las casaciones 309-2015/Lima y 1611-
2021/Huara han establecido la demora en pericias por falta de 
peritos como causal válida de prórroga. Asimismo, argumentó que se 
trata de un proceso penal corporativo al tratarse de una organización 
criminal y colusión agravada, donde la información digital incautada 
sirve para investigar a la totalidad de las personas implicadas, 
añadiendo que la fiscalía ha mantenido una actuación activa frente a 
incidentes procesales como embargos y audiencias de desafectación. 
 
QUINTO. Durante la audiencia de sustentación, las defensas técnicas de los 
investigados formularon los siguientes argumentos respecto al 
requerimiento fiscal de prórroga del plazo de investigación preparatoria: 
 
5.1. Defensa de Sada Angélica Goray Chong2. Planteó oposición parcial 

al requerimiento de prórroga, indicando que, si bien se reconoce la 
complejidad del caso y la realización de actos de investigación, 36 
meses es un plazo excesivo y desproporcionado. Agrega que existen 
tiempos muertos atribuibles a la inactividad fiscal desde la 
formalización de la investigación en julio de 2023 (como el hecho que 
no se realice el deslacrado), que muchos actos solicitados son de 
naturaleza común (declaraciones) y no compleja, y que el único acto 
complejo pendiente es la pericia, la cual no justifica un plazo tan 
prolongado. Tampoco que diligencias están pendientes de realizarse 
en otras jurisdicciones. Asimismo, refiere que los actos de 
investigación datan del 2023. Por otra parte, en cuanto a las 
personas jurídicas solamente queda pendiente la pericia por lo que el 

 
2 Vid.  
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pedido no resulta ser proporcional. Culmina solicitando que la 
prórroga se reduzca a 24 meses. 
 

5.2. Defensa de Pedro Gari Arroyo Marquina3. Solicitó que se declare 
infundado el requerimiento de prórroga. Refiere que el Ministerio 
Público ha acumulado 44 meses de investigación desde el inicio de 
las diligencias preliminares el 28 de octubre de 2022 y la disposición 
20 del 16 de julio de 2023, tiempo que considera suficiente para 
reunir los elementos de convicción.  
La defensa técnica no cuestiona que se trate de una 
investigación compleja. Agrega que no se centrará en las 
reprogramaciones ni en otras cuestiones, sino en los actos de 
investigación que faltan realizar para que el órgano 
jurisdiccional pueda evaluar si corresponde otorgar el plazo de 
prórroga. 
Señaló que faltan tres pericias (contable, financiera y de ingeniería) 
que deben ser ejecutadas por el propio órgano persecutor, 
cuestionando además la designación de peritos vinculados al caso 
Lava Jato por antecedentes de nulidad.  
Asimismo, manifiesta que la fiscalía no especificó el tipo ni la 
cantidad de diligencias fuera del juzgado, ni los objetivos de las 
declaraciones testimoniales pendientes (no precisa de quién), 
limitándose a mencionar de manera genérica la existencia de 
abundante documentación. 

5.3. Defensa de Roger Lisandro Gavidia Johanson4. Se opuso al 
requerimiento de prórroga. Menciona que en el recurso de Apelación 
N.º 135-2025 de la Corte Suprema del 7 de octubre de 2025, el cual 
establece que, si un requerimiento fiscal se presenta a vísperas del 
vencimiento, el resultado es el mismo al emitirse la decisión fuera de 
plazo.  
Refiere que la fiscalía incurrió en negligencia y en 17 meses de 
inactividad desde la formalización hasta la solicitud inicial del 
peritaje realizada el 11 de febrero de 2025 y reiterada el 25 de 
noviembre de 2025. 
Además, señala que los deslacrados se hicieron a solicitud de las 
defensas, quienes pidieron la devolución de los equipos. 
En cuanto a la complejidad sostiene que el volumen de tomos 
(incluyendo anexos de COFIDE, Fondo Mi Vivienda y SUNARP) ya 
obraban en poder de la fiscalía desde la formalización y la prisión 
preventiva previa. 
Por otra parte, cuestionó la actividad investigativa del Ministerio 
Público señalando que aproximadamente el 70 por ciento de las 110 
providencias corresponden a respuestas a solicitudes de copias de 
las defensas, reprogramaciones o escritos de las partes, más no a 
una gestión propia y diligente. Añade que cierta información el 

 
3 Vid. 1:47:24 al 1:55:34 del registro de audio y video. 
4 Vid. 1:55:39 al 2:13:37 del registro de audio y video. 
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Ministerio Público ha desacumulado por lo que esta investigación 
estaba a punto de concluir. 
Finalmente, en cuanto a los allanamientos señalados por el 
Ministerio Público estos se llevaron a cabo en investigación 
preliminar, mas no a partir de la formalización. Culmina solicitando 
que se declare infundado el pedido por extemporaneidad y falta de 
justificación objetiva. 

 
5.4. Defensa de José Carlos Forero Monroy5. Se opone a la 

prolongación del plazo de investigación preparatoria. Indicó que el 
Ministerio Público intenta justificar la medida bajo el argumento 
genérico de pertenecer a una organización criminal vinculada al 
gobierno de Pedro Castillo y a Sara Goray respecto al Fondo Mi 
Vivienda, sin individualizar los actos de investigación 
correspondientes a cada uno de los 18 investigados y personas 
jurídicas.  
Precisa que su defendido, en su condición de gerente general del 
Fondo Mi Vivienda, es imputado como presunto cómplice primario de 
colusión agravada, y denunciaron la existencia de tiempos muertos y 
la vulneración de los parámetros constitucionales de plazo razonable. 
 

5.5. Defensa de Cynthia Raquel Rudas Murga, Flor Amelia Olivera 
Orellana, César Alejandro García Yokota y Luz Delfina Mayhua 
Elguera6. Solicitó el rechazo de plano y el cierre inmediato de la 
investigación. Argumentó la existencia de negligencia e inactividad 
fiscal absoluta durante los 45 meses transcurridos desde el inicio de 
las diligencias el 28 de octubre de 2022, periodo en el cual nunca se 
le tomó la declaración indagatoria a pesar de ser esencial y 
obligatoria. 
Refiere que la fiscalía no identifica diligencias concretas e 
indispensables que justifiquen el plazo solicitado, enumera 
diligencias pendientes y declaraciones pendientes, pero no explica 
porque no se pudieron llevar a cabo en 45 meses previos. 
Aunado a lo anterior, manifiesta que el Ministerio Público está 
incurriendo en una investigación prospectiva sin teoría del caso 
definida y vulnerando el plazo razonable. 
Asimismo, respecto a los investigados Flor Amelia Olivera Orellana, 
César Alejandro García Yokota y Luz Delfina Mayhua Elguera que no 
se conceda el plazo máximo de 36 meses solicitado por la fiscalía por 
considerarlo desproporcionado. Sostuvo que las diligencias señaladas 
no implican complejidad objetiva y pueden ser ejecutadas en un 
tiempo menor, proponiendo que el despacho judicial fije un plazo 
intermedio y razonable de 18 meses para evitar someter a los 
defendidos a un estado de incertidumbre prolongada. 
 

 
5 Vid. 2:14:46 al 2:25:10 del registro de audio y video. 
6 Vid. 2:25:50 al 2:33:42 del registro de audio y video. 
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5.6. Defensa de Héctor Manuel Chávez Arenas7. Se opone parcialmente 
al requerimiento de prolongación. Manifiesta que extender el plazo a 
36 meses es excesivo dado que el equipo multidisciplinario y los 
peritos iniciarán sus funciones el próximo mes, y propusieron que el 
despacho judicial fije un plazo menor y razonable de 12 meses o 
menos, el cual debe ser estrictamente proporcional a las diligencias 
específicas que deba realizar el Ministerio Público. 
 

5.7. Defensa de Luis Ernesto Longar Chao8: Solicitó que se declare 
infundado el requerimiento fiscal de prórroga. Precisó que de las 
diligencias pendientes indicadas en la disposición fiscal nro. 43 del 3 
de julio de 2026, 44 corresponden a requerimientos de información a 
entidades con plazos de 5 a 7 días, por lo que dichas respuestas ya 
deberían obrar en la carpeta fiscal sin que la fiscalía haya reportado 
rechazos o solicitudes de ampliación por parte de las instituciones. 

 
5.8. Defensa de Luis Martín Mesones Odar9. Se opuso al requerimiento 

de prórroga del plazo de investigación argumentando que el caso no 
corresponde estrictamente a una organización criminal, conforme a 
la Disposición de formalización nro. 20 del 16 de julio de 2023 que 
imputa colusión agravada, usurpación de funciones y negociación 
incompatible para 18 personas naturales investigadas. Manifesta que 
las empresas mencionadas ya estaban integradas en la formalización 
inicial y que únicamente se requieren tres pericias (contable, 
financiera y de ingeniería civil) junto con ocho declaraciones 
indagatorias, solicitando que se otorgue un plazo prudencial de 8 
meses. 

 
5.9. Defensa de Jaqueline Guadalupe Perales Olano10. Solicitó que se 

declare infundada la prórroga de 36 meses planteada por el 
Ministerio Público, o en su defecto se fije un plazo prudencial menor. 
Refiere que la investigación se inició el 28 de octubre de 2022 y se 
formalizó el 16 de julio de 2023, venciendo el 15 de julio de 2026, por 
lo que conceder 36 meses (no se justifica la necesidad) adicionales 
elevaría el tiempo total a 80 meses entre la etapa preliminar y 
preparatoria, lo cual resulta desmedido para hechos ocurridos en un 
periodo breve entre agosto, octubre y noviembre de 2021, cuando su 
defendida se desempeñaba como gerenta general de la 
Superintendencia de Bienes Nacionales (SBN). 
La parte interviniente señaló que la fiscalía ya dispuso de 36 meses 
para investigar sin concluir, que la falta de asignación de peritos es 
ajena a la conducta de los investigados y que el caso carece de 
razones que justifiquen la prórroga, desarrollándose en entidades 
con sede en Lima como Fondo Mi Vivienda, SBN y SUNARP. Culmina 

 
7 Vid. 2:38:39 al 2:40:23 del registro de audio y video. 
8 Vid. 2:40:30 al 2:42:00 del registro de audio y video. 
9 Vid. 2:42:30 al 2:46:37 del registro de audio y video. 
10 Vid. 2:46:46 al 2:51:04 del registro de audio y video. 
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señalando que se declare infundado la solictud de prórroga de 36 
meses o en su defecto se fije un plazo menor de 12 meses. 
 

5.10. Defensa de Julieta Del Pilar Celinda Tijero Martino11. Manifestó 
que no formula oposición al requerimiento de prórroga del plazo 
presentado por el Ministerio Público, dejando la duración a criterio 
de la magistrada, aunque sugiriendo un periodo razonable de 30 
meses. Asimismo, refirió que existen elementos de complejidad en el 
caso, tales como la triangulación y el nombramiento de funcionarios 
en el Fondo Mi Vivienda, en el directorio de los registros públicos, la 
Superintendencia de Bienes Nacionales y otras entidades, 
rechazando que se trate de una investigación exploratoria sin bases 
iniciales. 
 

5.11. Defensa de la empresa MILIMA SAC12. Manifestó que no se oponen 
al requerimiento, pero consideran excesivo el plazo de 36 meses 
solicitado por el Ministerio Público. Precisó que mediante la 
Disposición fiscal nro. 20 del 16 de julio de 2023 y la disposición 
número 43, la fiscalía ya contaba con una imputación precisa contra 
la empresa MILIMA, por lo que existió tiempo suficiente para realizar 
los actos de investigación correspondientes sin justificar demoras 
actuales, solicitando que se fije un plazo prudente y proporcional de 
12 meses. 

 
5.12. Defensa de Gonzalo Arrieta13. Manifestó que no se oponen a la 

prórroga y lo dejan a criterio de la judicatura.  
 
5.13. Defensa de Mauricio Fernandini Arbulú14. Se opuso al 

requerimiento de 36 meses por considerarlo excesivo, argumentando 
que desde la formalización del 16 de julio de 2023 el Ministerio 
Público conocía que se trataba de un caso de organización criminal 
con 18 investigados, 4 personas jurídicas y pluralidad de delitos, 
invocando la Casación 1677 de Puno sobre la exigencia de 
motivación de las prórrogas y cuestionando las dificultades en la 
obtención de peritos contables, por lo que solicitó un plazo de 12 
meses. 

 
 

§ ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 
 
SEXTO. Este juzgado, luego de analizar los argumentos del Ministerio 
Público, lo referido por la defensa técnica, la posición de la Procuraduría 
Pública y los elementos obrantes en autos, procede a efectuar el control 
jurisdiccional del requerimiento de prórroga del plazo de investigación 

 
11 Vid. 2:51:14 al 2:55:30 del registro de audio y video. 
12 Vid. 2:55:40 al 2:58:02 del registro de audio y video. 
13 Vid. 2:58:10 a 2:58:21 del registro de audio y video. 
14 Vid. 2:58:30 a 3:02:10 del registro de audio y video. 
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preparatoria, evaluando si las diligencias pendientes invocadas por el 
Ministerio Público justifican la extensión solicitada, teniendo en cuenta 
además lo debatido en audiencia. En ese sentido, debe precisarse que la 
prórroga del plazo de investigación no constituye una facultad automática 
del Ministerio Público, sino una medida excepcional que exige la verificación 
de circunstancias concretas que justifiquen la imposibilidad de culminar la 
investigación dentro del plazo inicialmente fijado. 
 
Es menester previo a emitir a un pronunciamiento sobre el fondo realizar 
algunas precisiones respecto a la presentación del requerimiento. Al 
respecto, cabe precisar que se ha realizado un único cuestionamiento en 
donde la defensa técnica refiere que el pedido es extemporáneo toda vez que 
se está discutiendo fuera del plazo de investigación, en tanto el plazo habría 
vencido el 15 de julio de 2026.  
 
En ese contexto, debe mencionarse que el artículo 342° numeral 2) parte in 
fine refiere “La prórroga por igual plazo debe concederla el Juez de la 
Investigación Preparatoria”, lo que implica que, el titular de la acción penal 
de así considerarlo, lo solicite antes del vencimiento del plazo de la 
investigación preparatoria, lo que ha acontecido en el caso de autos, 
conforme se advierte, el Representante del Ministerio Público formalizó la 
investigación preparatoria en fecha 16 de julio de 2023, y estando a que la 
investigación preparatoria tendría el plazo de 36 meses al tratarse de una 
investigación por organización criminal, se da el vencimiento en fecha 15 de 
julio de 2026; no obstante, la fecha en la que fue presentada la solicitud fue 
el 10 de julio de 2026 cargo de ingreso N.º 28908-2026, por lo que dicho 
requerimiento si fue presentado dentro del plazo establecido. Por ende, no 
amerita la declaratoria de improcedencia como se pretende, tal como se ha 
pronunciado en el recurso de apelación Nro. 264-2023/CUSCO, del 30 de 
julio de 2024/07/2024, en el cuarto considerando: 

“CUARTO. Que la encausada recurrente estima que lo relevante para el 
dies a quo es la fecha de la resolución de prórroga, la cual, en el presente 
caso, se dictó ya vencido el plazo ordinario–complejo de la investigación 
preparatoria. No es así. El señorío de la investigación la tiene el Ministerio 
Público y la prórroga de la misma está en función a que lo solicite 
oportunamente –antes del vencimiento del plazo respectivo–. Las 
dilaciones del órgano judicial o, en su caso, el tiempo que tarden las 
actuaciones que debe realizar para que se pronuncie, por ser 
incontrolables por el Ministerio Público, no pueden imputársele. Al 
plantearse el requerimiento de prórroga se cumple con la exigencia 
normativa y, por tanto, la fecha de la decisión judicial no puede ser el acto 
procesal relevante para entender que la prórroga es temporánea o 
extemporánea. ∞ No caducó el plazo para la prórroga de la investigación 
preparatoria.” 

SÉTIMO:  Respondiendo a la pretensión formulada por el Ministerio Púbico, 
y las pretensiones del actor civil y de las defensas -en su mayoría- no niegan 
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necesariamente la complejidad de la investigación; cuestionan que el 
Ministerio Público haya demostrado, de manera concreta y objetiva, que 
tales diligencias —considerando el tiempo ya transcurrido y la actividad 
fiscal desplegada— hagan necesario y proporcional conceder otros 36 
meses de investigación preparatoria.  
 
No obstante, atendiendo a que no existe consenso sobre este punto 
corresponde analizar brevemente en primer orden la complejidad de la 
investigación, la misma que está vinculada con la dificultad que se ha 
presentado en la investigación de un hecho presuntamente delictivo, 
considerando que solo procede por causas justificadas, el respeto al derecho 
al plazo razonable o interdicción de las dilaciones indebidas, en tanto 
criterio temporal más relevante, y de garantizar que las investigaciones no 
se extiendan irrazonablemente (Casación Nro. 1611-2021/Huaura).  Al 
respecto: 
 
1. En cuanto a la complejidad del caso. El Ministerio Público alega en su 

pretensión que la presente investigación comprende a dieciocho (18) 
personas naturales y seis (6) personas jurídicas15. Tal circunstancia no 
puede ser apreciada únicamente desde una perspectiva cuantitativa, 
sino en función de la necesidad de determinar, respecto de cada uno de 
los investigados, su concreta intervención en los hechos materia de 
imputación, los aportes que se le atribuyen, los vínculos existentes entre 
los distintos sujetos y, tratándose de una imputación por organización 
criminal, los roles que habrían desempeñado dentro de la estructura 
investigada. Aunado a lo anterior, conforme lo ha resaltado la defensa 
técnica de la investigada Julieta del Pilar Celinda Tijero Martino los 
hechos materia de investigación giran en torno a la triangulación y 
nombramiento de funcionarios en el Fondo Mi Vivienda, Registros 
Públicos, la Superintendencia de Bienes Nacionales, entre otras 
entidades. Además, manifestó que la investigación comprende un acervo 
probatorio importante, cuya carpeta fiscal, subcuadernos y anexos 
comprenden aproximadamente 350 tomos.  
 
Esta circunstancia debe ser tomada en cuenta, en tanto la investigación 
comprende una pluralidad de investigados cuyas conductas deben ser 
analizadas de manera individualizada, requiriéndose la actuación de 
diversos actos de investigación respecto de cada uno de ellos, lo que 
excede razonablemente el plazo ordinario de investigación. En similar 
sentido, se ha pronunciado el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
en el caso Bak contra Rusia, en donde determinó que el proceso llevado 
ante los tribunales era indudablemente complejo, puesto que se contaba 
con doce acusados y el expediente comprendía veintidós volúmenes (vid. 
párrafo 76 de la citada sentencia)16.  

 

 
15 Incorporadas mediante Resolución Nro. 6 del 8 de mayo de 2026. 
16 Recuperado de: https://hudoc.echr.coe.int/fre?i=001-79044 
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2. En cuanto a las dificultades en la investigación. De lo postulado por el 
Ministerio Público en audiencia y por escrito: 
 

(i) Por un lado, refiere que el calendario de investigación ha enfrentado 
dificultades, se advierte que determinadas diligencias de deslacrado, 
visualización y extracción de información digital debieron ser 
reprogramadas por circunstancias directamente vinculadas con los 
sujetos procesales. Ello se encuentra acreditado mediante los 
escritos de reprogramación y suspensión presentados por las 
defensas, las actas de inconcurrencia y las posteriores providencias 
fiscales que dispusieron nuevas fechas para su realización. En 
particular, respecto de Sada Goray Chong, obran solicitudes de 
reprogramación de 21 de agosto, 27 de septiembre, 3 de octubre y 5 
de noviembre de 2024, así como un pedido de suspensión de 16 de 
octubre de 2024; asimismo, se registraron inasistencias de las 
defensas de Sada Goray, Jorge Mauricio Fernandini Arbulú y Pedro 
Gary Arroyo Marquina durante los meses de septiembre y octubre de 
2024. Del mismo modo, respecto de Roger Lizandro Gavidia 
Johanson se registraron diversas inconcurrencias, determinando que 
mediante Providencia de 20 de noviembre de 2024 se dispusiera la 
reprogramación de sus diligencias; mientras que, respecto de Sada 
Goray, luego de su inasistencia del 11 de febrero de 2025, mediante 
Providencia N.° 591, de 12 de febrero de 2025, se reprogramó por 
única vez la diligencia correspondiente a su dispositivo USB. 
Finalmente, respecto de Marina Aglae Subiría Franco y Héctor 
Manuel Chávez Arenas, pese a que mediante Providencia N.° 531, de 
30 de enero de 2025, se habían programado siete diligencias de 
deslacrado, se registraron nuevas inconcurrencias en las fechas 
señaladas. 

 
(ii) Por otro lado, en cuanto a la disponibilidad de peritos, se advierte 

que la dificultad alegada por el Ministerio Público cuenta con 
respaldo documental. En efecto, se observa el Oficio N.° 99-2025-MP-
FN-FSCEDCF-EQUIPO3, de 11 de febrero de 2025, mediante el cual 
solicitó a la Oficina de Peritajes la designación de un perito contable 
y uno de ingeniería civil. Ante la falta de atención, mediante Oficio 
N.° 147-2025-MP-FN-FSCEDCF-EQUIPO3, de 27 de febrero de 2025, 
reiteró dicha solicitud ante la Coordinación Nacional de las Fiscalías 
Especializadas en Delitos de Corrupción de funcionarios. 
Posteriormente, mediante los Oficios N.os 667-2025-MP-FN-
FSCEDCF-EQUIPO3 y 665-2025-MP-FN-FSCEDCF-EQUIPO3, ambos 
de 20 de octubre de 2025, volvió a solicitar la designación de perito 
contable ante la Oficina de Peritajes y la Líder Nacional de las 
Unidades de Peritos de las Fiscalías Especializadas en Delitos de 
Corrupción de funcionarios, respectivamente. Asimismo, mediante 
Oficio N.º 744-2025-MP-FN-FSCEDCF-EQUIPO3, de 25 de noviembre 
de 2025, requirió la designación de un especialista con 
conocimientos en banca y finanzas, economía o especialidad afín. 
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La falta de disponibilidad fue comunicada formalmente mediante el 
Oficio N.º 25394-2025-MP-FN-GG-OPERIT, de 4 de noviembre de 
2025, emitido por el jefe de la Oficina de Peritajes, y el Oficio N.º 843-
2025-MP-FN-UP-FECOF-R01-R02, de 7 de noviembre de 2025, 
emitido por la Líder Nacional de las Unidades de Peritos de las 
Fiscalías Especializadas en Delitos de Corrupción de funcionarios, 
ambos informando la indisponibilidad de peritos contables. 
 
Al respecto, se advierte que se cuestiona que hubo tiempos muertos 
entre febrero y octubre de 2025. Sin embargo, resulta de recibo lo 
mencionado por el representante del Ministerio Público, quien 
manifestó que fue informado en febrero que la partida presupuestal 
para designar peritajes en el año 2025 ya se había cerrado y que 
recién se podría programar para el año 2026 durante el último. Esta 
circunstancia se enmarca dentro de una conducta diligente del 
representate del Ministerio Público, en tanto a la fecha de solicitar el 
peritaje aún contaba con 1 año y 5 meses de plazos de investigación. 
 
Persistiendo dicha dificultad, durante abril de 2026 el Ministerio 
Público extendió la búsqueda a otras instituciones. Así, mediante los 
Oficios N.os 259-2026-MP-FN-FECOF-SUPRA-8D, 260-2026-MP-FN-
FECOF-SUPRA-8D, 262-2026-MP-FN-FECOF-SUPRA-8D y 263-
2026-MP-FN-FECOF-SUPRA-8D, todos de 27 de abril de 2026, 
solicitó información sobre la disponibilidad de especialistas a la 
Policía Nacional del Perú, al Colegio de Contadores Públicos de Lima, 
al Colegio de Ingenieros del Perú y a la Universidad Nacional de 
Ingeniería, respectivamente. Asimismo, mediante Oficio N.° 267-
2026-MP-FN-FECOF-SUPRA-8D, de 29 de abril de 2026, solicitó a la 
Coordinación Nacional de las Fiscalías Especializadas en Lavado de 
Activos la designación de peritos en economía, finanzas, ingeniería 
civil, contabilidad u otra especialidad afín. Según el requerimiento 
fiscal, todas estas gestiones obtuvieron respuesta negativa respecto 
de la disponibilidad de especialistas. 
 
Finalmente, mediante Oficio N.° 128-2026-MP-FN-FSCN-FEDLA/UP-
COCH, de 19 de mayo de 2026, la Unidad de Peritos de la Fiscalía 
Superior Coordinadora Nacional de las Fiscalías Especializadas de 
Lavado de Activos comunicó la posibilidad de designar un equipo 
multidisciplinario a partir de la segunda quincena de octubre de 
2026, integrado por especialistas en ingeniería civil, economía, 
finanzas y contabilidad. 

 
3. En cuanto a las diligencias pendientes por realizar: 

 
(i) Se observa que se encuentran pendientes de ejecutar 

diligencias de deslacrado y extracción de información digital 
(conforme hemos precisado en el punto anterior). Sin embargo, 
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es de recibo lo señalado por las defensas técnicas quienes 
cuestionan que la evidencia digital obraba en poder de la 
fiscalía desde la ejecución de las medidas (v. gr. allanamiento), 
debiendo haber actuado con la debida diligencia y programar 
en forma oportuna durante el plazo de 36 meses la realización 
de las diligencias de deslacrado y extracción de información 
digital. Si bien es cierto, se advierte que hubieron reiteradas 
reprogramaciones (conforme se da cuenta en las Providencias, 
Disposiciones y escritos detallados en el punto 5.2.4. del 
requerimiento fiscal) la fiscalía debe realizar los 
apercibimientos correspondientes y oficiar de manera oportuna 
a la defensoría pública a efectos de no frustrar las 
mencionadas diligencias. Cabe resaltar, que, si bien se advierte 
que se encuentra pendiente de realizar las diligencias de 
extracción de información digital, requerir el plazo de 36 meses 
para la ejecución de tales diligencias resulta irrazonable. 

(ii)  Se observa que la única diligencia que justificaría la prórroga 
de la investigación preparatoria es la realización de las pericias. 
No obstante, tomando en cuenta que en un primer momento el 
representante del Ministerio Público tomó en cuenta 
aproximadamente un año para la realización de la pericia17, en 
tanto la primera solicitud se realizó en febrero de 2025, 
corresponde establecer un periodo prudencial de 12 meses 
conforme a lo propuesto por más de una defensa técnica. 

Cabe resaltar que, la complejidad de los hechos materia de 
investigación es un factor que no pasa inadvertido para esta 
judicatura, puesto que influye de manera directa en los plazos 
de investigación porque amerita la realización de pericias 
especializadas. Finalmente, debe señalarse que no se advierte 
una pasividad absoluta por parte del titular de la acción penal, 
debido a que como ha manifestado en su intervención oral, se 
han desplegado las acciones necesarias para poder designar a 
los peritos especializados. 

En consecuencia, resulta ser una circunstancia que amerita 
ser atendible, en tanto en cuanto influirá relevantemente en el 
esclarecimiento de los hechos. 

 
4. En relación a la información que falta recabar de las entidades públicas 

(conforme a la Disposición nro. 43). Se trata de una circunstancia que 
no influye de manera decisiva en la prórroga del plazo, puesto que, una 

 
17 Y no los 36 meses pues de lo contrario la solicitud de designación de peritos se habría realizado 
poco después de formalizada la investigación. 
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conducta diligente del titular de acción penal habría sido reiterar el 
pedido de la información y realizar los apercibimientos correspondientes, 
por lo que la falta de seguimiento se enmarca dentro de una conducta 
poco diligente del peticionante. En consecuencia, esta circunstancia no 
resulta atendible para influir en la prórroga del plazo de investigación. 

 
OCTAVO: En ese contexto, este despacho concluye que, si bien el 
representante del Ministerio Público ha alegado que requiere una 
extensión del plazo de 36 meses, dicho plazo no resulta razonable 
conforme hemos precisado ut supra, toda vez que existen actuaciones 
pendientes que pudieron haberse realizado durante el tiempo regular 
de investigación preparatoria. No obstante, atendiendo a que 
únicamente existe justificación para realizar la ejecución de las 
pericias especializadas, corresponde fijar un periodo prudencial de 12 
meses. 
 
NOVENO. Aplicando el test de proporcionalidad: 
 

• Idoneidad: Las diligencias que se mantienen como subsistentes 
particularmente la realización de la pericia contable, financiera, 
valorativa y de ingeniería civil, las cuales significan el análisis de 
abundante documentación; diligencias que resultan adecuadas 
para el esclarecimiento de los hechos materia de imputación. 
 

• Necesidad: Aunque la fiscalía solicitó el plazo de 36 meses, el 
estado actual de la investigación permite concluir las diligencias 
en un plazo de 12 meses con adecuada gestión procesal, 
considerando que entre las diligencias pendientes de realizar se 
tiene la conclusión del examen pericial. 
 

• Proporcionalidad estricta: el plazo de 12 meses asegura el 
desarrollo de las diligencias esenciales, preservando el derecho de 
los investigados a un plazo razonable y el interés público en la 
persecución penal eficaz. 

 
DÉCIMO: En consecuencia, de la valoración conjunta de los 
argumentos expuestos por las partes, así como del análisis efectuado 
respecto de las diligencias pendientes y su incidencia en el desarrollo 
de la investigación, este despacho concluye que la prórroga solicitada 
por el Ministerio Público resulta atendible, en cuanto se esta ante un 
proceso que ha presentado dificultades en la investigación 
preparatoria, y la necesidad de culminar actuaciones de investigación 
que presentan relevancia y complejidad. 
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En tal sentido, atendiendo a la naturaleza de las diligencias que han 
sido consideradas como subsistentes, al estado actual de la 
investigación y a los criterios de razonabilidad y proporcionalidad 
desarrollados precedentemente, este despacho estima que la 
concesión de un plazo de doce (12) meses resulta suficiente para la 
culminación de las actuaciones indispensables, debiendo el 
Ministerio Público actuar con la debida diligencia en su ejecución. 
 

III. DECISIÓN JUDICIAL 
 
Por tales consideraciones, la señora jueza a cargo del Octavo Juzgado 
de Investigación Preparatoria Nacional de la Corte Superior Nacional 
de Justicia Penal Especializada, RESUELVE: 
 
I. DECLARAR FUNDADO, en parte, el requerimiento de prórroga 

de la investigación preparatoria formulado por el Ministerio 
Público – Fiscalía Supraprovincial Corporativa Especializada en 
Delitos de Corrupción de Funcionarios – Octavo Despacho en el 
Expediente N.º 509-2022, seguido contra Salatiel Marrufo 
Alcántara; y, otros, por la presunta comisión de los delitos de 
colusión agravada y otros, en agravio del Estado peruano. 
 

II. AUTORIZAR la prórroga de la investigación preparatoria por el 
plazo de DOCE (12) MESES, contados a partir del vencimiento 
del plazo (15 de julio de 2026), fijándose como fecha máxima de 
conclusión el 15 de julio de dos mil veintisiete, dentro de la 
cual el Ministerio Público deberá emitir la disposición que 
corresponda conforme a sus legales atribuciones. 

 
III. PRECISAR al Ministerio Público que el plazo concedido tiene 

carácter excepcional y suficiente, debiendo administrarse con 
la máxima diligencia y priorizando el derecho que tiene el 
investigado que se resuelva su situación jurídica dentro de un 
plazo razonable.  

 
IV. NOTIFICAR a las partes procesales y remitir copia al Ministerio 

Público para su incorporación al cuaderno fiscal 
correspondiente. 
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